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Las vicisitudes del voto militar y policial
Problemas en el ejercicio del voto militar y policial derivados de

la ausencia de regulación legal

Carlo Magno
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A propósito de la participación inédita de los miem-
bros de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional en
elecciones –a través del ejercicio del sufragio activo–,
el autor analiza cuáles serían los principales inconve-
nientes que podrían presentarse, asimismo, explica
el marco regulatorio previsto para que esta esperada
participación se lleve a cabo con total normalidad.
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I. INTRODUCCIÓN

Mediante el artículo único de la Ley
Nº 28480, publicada el 30 de marzo de
2005, se modificó el artículo 34 de la
Constitución Política, con el objeto de
reconocer el derecho al voto y a la parti-
cipación ciudadana de los ciudadanos
miembros de las Fuerzas Armadas y de
la Policía Nacional del Perú.

La norma constitucional, antes de su
modificación, establecía que los miem-
bros de las Fuerzas Armadas y de la Po-
licía Nacional en actividad no podían ele-
gir ni ser elegidos. Asimismo, establecía
que “no existen ni pueden crearse otras
inhabilitaciones”. Es decir, existía una
restricción para que dichos ciudadanos
puedan ejercer el derecho de sufragio,
tanto en su dimensión activa o sufragio
activo (el derecho a elegir o derecho al
voto) como en su dimensión pasiva o
sufragio pasivo (el derecho a ser elegido).

Tras la modificación constitucional, el ar-
tículo 34 quedó redactado en los siguien-
tes términos:

“Los miembros de las Fuerzas Arma-
das y de la Policía Nacional tienen
derecho al voto y a la participación ciu-
dadana, regulados por ley. No pueden
postular a cargos de elección popu-
lar, participar en actividades parti-
darias o manifestaciones ni realizar
actos de proselitismo, mientras no ha-
yan pasado a la situación de retiro, de
acuerdo a ley”.

Esta reforma constitucional constituye
un importante hito en la ampliación del
sufragio universal al conjunto de los
miembros de la sociedad, y termina de
levantar prácticamente todas las restric-
ciones que, por razón de pertenecer a de-
terminado segmento de la sociedad, exis-
tía en nuestro régimen constitucional.

La ampliación del sufragio evolucionó, en
nuestro país, como en casi todo el mun-
do, pasando de un contexto en el cual
solo votaban las personas que poseían
determinada fortuna o personas notables
(el denominado voto censitario) a una
progresiva ampliación del sufragio hasta
convertirse en sufragio universal (es de-
cir, el sufragio entendido como un dere-
cho de todos los ciudadanos).

Un primer paso fue la eliminación del voto
censitario en el siglo XIX. Luego de ello,
hubo que esperar bastante tiempo para
que se reconozca el derecho al voto de
la mujer; derecho que, paradójicamente,
fue reconocido por el dictador Manuel A.
Odría en la década de 1950. Luego, la
Constitución de 1979 eliminó la restric-
ción que existía para que los ciudadanos
analfabetos ejerzan el voto. Esta misma
Constitución redujo la edad para adquirir
la ciudadanía plena y el derecho al voto,
de 21 a 18 años de edad. Sin embargo,
esta Constitución mantuvo la restricción
al voto militar y policial.

Respecto a los militares, sin embargo,
hay que atingir que no siempre estuvo

proscrito su derecho al voto. Conforme
ha documentado Margarita Guerra Mar-
tinière, desde los inicios de la República
los militares participaron activamente en
la vida política del país y tenían el pleno
ejercicio de sus derechos ciudadanos,
incluyendo el derecho a elegir y ser ele-
gidos. Sin embargo, hacia fines del siglo
XIX los civiles tomaron conciencia “res-
pecto al doble poder que se adjudicaba a
la Fuerza Armada para acceder a los car-
gos públicos, tanto por la vía de los he-
chos como por la vía del sufragio, debido
a la diversidad de mecanismos de los que
podía valerse para ganar una elección”(1).
Pero no fue sino hasta la promulgación
de la Constitución de 1933 que se pros-
cribió el derecho al voto de los militares,
manteniéndose tal restricción en las
Constituciones de 1979 y de 1993.

Como hemos señalado, la reforma del
artículo 34 de la Constitución vigente es
un importante paso para lograr la total
universalización del sufragio. Además,
con dicha reforma se reconoce plena-
mente la condición de ciudadanos de los
militares y policías y se reafirma el prin-
cipio de igualdad consagrado por el ar-
tículo 2 inciso 2 de la Constitución.

Cabe manifestar que el derecho a la par-
ticipación política, una de cuyas manifes-
taciones principales es el derecho de
sufragio, es un derecho fundamental, a
través del cual todos los ciudadanos pue-
den intervenir en los asuntos públicos o

(*) Abogado por la Universidad Nacional Mayor de San Marcos - UNMSM. Candidato al magíster en Ciencia Política
por la Pontificia Universidad Católica del Perú. Profesor de la Diplomatura en Gestión de Procesos Electorales de
la Unidad de Post Grado de la Facultad de Ciencias Sociales de la UNMSM. Jefe del Área Electoral-Constitucional
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(1) GUERRA MARTINIÈRE, Margarita. “Del voto militar”. Elecciones, Año 2. Nº 2. ONPE. Lima, 2003. Pág. 123.
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en la vida política de su país. Siendo el
ejercicio de los derechos políticos lo que
precisamente caracteriza a los ciuda-
danos, la restricción a tal ejercicio im-
plica negar la condición de ciudadano
de una persona.

Si bien algunas voces se manifestaron
en contra de otorgar a los militares el
derecho al voto, aludiendo al poder fácti-
co del que históricamente han gozado las
Fuerzas Armadas, así como del riesgo
de politización en los cuarteles, conside-
ramos que dichos argumentos no resul-
taban sostenibles. Si bien las Fuerzas Ar-
madas son un poder fáctico y no es se-
guro sostener que la tendencia a los gol-
pes militares ha sido definitivamente su-
perada en la actualidad, ello no significa
que la concesión del voto a los militares
pueda empeorar dicha realidad. Por el
contrario, consideramos que la reivindi-
cación de este derecho servirá para de-
volver a los militares y policías su cali-
dad de ciudadanos, permitiéndoles un
espacio legítimo de participación política
en los niveles que corresponden a cual-
quier ciudadano en plenitud de su dere-
cho a elegir, y considerándolos como
parte de la sociedad.

Sin embargo, es necesario enfatizar que
este derecho debe ejercerse por el per-
sonal militar y policial individualmente, es
decir en su calidad de ciudadanos, y no
corporativamente o en su condición de
militares o policías. Esto implica que las
instituciones militares y policiales deben
abstenerse de realizar campañas u opi-
niones corporativas, en concordancia con
lo dispuesto por el artículo 169 de la
Constitución que dispone que las Fuer-
zas Armadas y la Policía Nacional no son
deliberantes y que están subordinadas al
poder constitucional.

II. DIFICULTADES PRÁCTICAS
PARA EL EJERCICIO DEL
VOTO DE LOS CIUDADANOS
MILITARES Y POLICÍAS

Las Fuerzas Armadas y la Policía Nacio-
nal tienen la función de brindar seguri-
dad durante los procesos electorales, de
acuerdo a las instrucciones y disposicio-
nes que dicte la Oficina Nacional de Pro-
cesos Electorales - ONPE, conforme se
encuentra establecida por mandato cons-
titucional y legal.

En efecto, el artículo 186 de la Constitu-
ción establece que la ONPE dicta las ins-
trucciones y disposiciones necesarias
para el mantenimiento del orden y la pro-
tección de la libertad personal durante los
comicios. La misma norma constitucio-
nal establece que tales disposiciones son
de cumplimiento obligatorio para las Fuer-
zas Armadas y la Policía Nacional.

Desarrollando la norma constitucional, el
artículo 40 de la Ley Orgánica de Elec-
ciones, Nº 26859, establece que la ONPE
“dicta las instrucciones y disposiciones

necesarias para asegurar el manteni-
miento del orden público y la libertad per-
sonal durante los comicios, las cuales son
obligatorias y de estricto cumplimiento
para la Policía Nacional y las Fuerzas
Armadas”. En el mismo sentido, el artícu-
lo 5, inciso f), de la Ley Orgánica de la
ONPE, establece como una de las fun-
ciones de la máxima autoridad en la or-
ganización de procesos electorales, “dic-
tar las instrucciones y disposiciones ne-
cesarias para el mantenimiento del orden
y la protección de la libertad personal
durante los comicios”. Asimismo, el ar-
tículo 6 de la misma ley orgánica com-
plementa la citada disposición legal es-
tableciendo que tales instrucciones y dis-
posiciones “son obligatorias y de estricto
cumplimiento para la Policía Nacional y
las Fuerzas Armadas”.

Para tal efecto, conforme lo señala el ar-
tículo 348 de la referida Ley Orgánica
de Elecciones, “el comando de las Fuer-
zas Armadas pone a disposición de la
ONPE los efectivos necesarios para
asegurar el libre ejercicio del derecho
de sufragio, la protección de los funcio-
narios electorales durante el cumpli-
miento de sus deberes y la custodia del
material, documentos y demás elemen-
tos destinados a la realización del acto
electoral”. La misma norma señala que,
para esto, el comando ejerce las siguien-
tes atribuciones:

a) Prestar el auxilio correspondiente que
garantice el normal funcionamiento de
las mesas de sufragio.

b) Mantener el libre tránsito de los elec-
tores desde el día anterior de la elec-
ción y durante las horas de sufragio e
impedir que haya coacción, cohecho,
soborno u otra acción que tienda a co-
actar la libertad del elector.

c) Facilitar el ingreso de los personeros
a los locales en el que funcionen las
mesas de sufragio.

d) Custodiar los locales donde funcionen
los órganos electorales y las oficinas
de correos.

e) Hacer cumplir las disposiciones que
adopte la Oficina Nacional de Proce-
sos Electorales para dicho efecto.

Finalmente, la norma señala que, para la
ejecución de lo señalado, los miembros
de las Fuerzas Armadas reciben las ór-
denes e instrucciones pertinentes de sus
superiores; y que las atribuciones y fa-
cultades concedidas por esta norma a las
Fuerzas Armadas están sujetas, en todo
caso, a las disposiciones e instrucciones
de la ONPE.

Para que las Fuerzas Armadas y la Poli-
cía Nacional puedan cumplir con tales
funciones, sus respectivos comandos
ordenan la inamovilidad de un sector im-
portante de sus efectivos durante el día
de las elecciones y destacan a otros para
el cuidado de los locales de votación y
centros de cómputo, lo que implica que

gran parte del personal militar y policial
no estarán físicamente en la circunscrip-
ción donde deberían ejercer su derecho
a elegir, por lo que es de suponer que
una parte importante de los ciudadanos
militares y policías estarán imposibilita-
dos materialmente de poder ejercer su
derecho al voto.

Para que los militares y policías puedan
ejercer su derecho al voto tendrían que
abandonar temporalmente los lugares a
los que fueron destacados para realizar
sus funciones de seguridad, ya que, la
ubicación de sus mesas de votación di-
fícilmente coincidirá con los locales que
les tocará custodiar. Tal situación po-
dría generar problemas de seguridad
durante la jornada electoral o, por otro
lado, podría ser un obstáculo para que
los ciudadanos uniformados ejerzan su
derecho.

III.VACÍOS LEGALES SOBRE EL
VOTO MILITAR Y POLICIAL

Las dificultades para el ejercicio del de-
recho al voto de los ciudadanos militares
y policías, señaladas en el punto ante-
rior, debieron ser evaluadas oportuna-
mente, para que se apruebe una ley de
desarrollo constitucional que, adecuan-
do de manera sistemática la legislación
electoral, garantice que el derecho a la
participación política de los militares y
policías sea efectivo. Lamentablemente,
esa necesaria ley de desarrollo constitu-
cional no fue discutida ni aprobada.

Cabe precisar que, mediante la primera
disposición transitoria y derogatoria de la
Ley Nº 28581 (Ley que establece las nor-
mas que regirán para las Elecciones Ge-
nerales del año 2006), se establecen al-
gunas disposiciones “para efectos de lo
dispuesto por el artículo 34 de la Consti-
tución Política del Perú”; es decir, para
efectos del voto militar y policial. Sin em-
bargo, a nuestro juicio, dichas disposicio-
nes no pueden suplir la necesaria ley de
desarrollo constitucional.

Veamos, mediante la mencionada dispo-
sición transitoria y derogatoria se dispo-
ne que el Registro Nacional de Identifi-
cación y Estado Civil - Reniec asignará
por una sola vez, en forma automatiza-
da, los grupos de votación que corres-
pondan a los miembros de las Fuerzas
Armadas y de la Policía Nacional del
Perú, en servicio activo, inscritos en el
Registro de acuerdo al distrito de su do-
micilio, de modo tal que en cada grupo
de votación no se consigne a más de 20
miembros de las Fuerzas Armadas y de
la Policía Nacional del Perú. Asimismo,
se establece que el Ministerio de Eco-
nomía y Finanzas transferirá los recur-
sos requeridos por el Reniec, para la
asignación de los grupos de votación y
emisión del DNI a los miembros en acti-
vidad de las Fuerzas Armadas y de la
Policía Nacional del Perú inscritos en ese
Registro.
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De dichas disposiciones se deducen al-
gunas conclusiones:

i) El legislador ha descartado implícita-
mente la posibilidad de que se insta-
len mesas especiales (en los locales
de los institutos armados y policiales)
en las cuales todos los electores sean
miembros de las Fuerzas Armadas o
de la Policía Nacional. Consideramos
que esta medida es acertada ya que
se salva el inconveniente de que los
resultados obtenidos de la votación de
los ciudadanos militares y policías
sean de conocimiento público y, con
ello, se conozca la tendencia del voto
de este sector de la población.

ii) El legislador ha optado por la alterna-
tiva de que los ciudadanos miembros
de las Fuerzas Armadas y de la Poli-
cía Nacional, al igual que cualquier
otro ciudadano, integren indistinta-
mente cualquier mesa de sufragio.
Aunque esta opción evita el riesgo re-
ferido en el párrafo anterior, no logra
superar las dificultades prácticas para
el ejercicio del voto de los ciudada-
nos militares y policías señaladas
anteriormente.

Asimismo, mediante la Segunda Dispo-
sición Transitoria y Derogatoria de la Ley
Nº 28581 se deroga el artículo 299 de la
Ley Orgánica de Elecciones, que esta-
blece la forma de entrega del ejemplar
del Acta Electoral destinado a las Fuer-
zas Armadas o a la Policía Nacional.

Como hemos señalado, dichas disposi-
ciones no pueden suplir la ley de desa-
rrollo constitucional del artículo 34 de la
Constitución. Por ello, a la fecha tenemos
un régimen electoral diseñado en un con-
texto en el que el voto militar y policial no
estaba reconocido, por lo cual este no
puede responder adecuadamente a las
exigencias que el ejercicio del derecho
al voto militar y policial demandan.

Los organismos electorales han tratado
de suplir los vacíos legales expidiendo
normas reglamentarias sobre el voto mi-
litar y policial. Sin embargo, considera-
mos que dichas normas no pueden su-
plir del todo las carencias de la ley, ade-
más de tener algunos inconvenientes.

1. El Reglamento sobre el ejer-
cicio del voto de los miem-
bros de las Fuerzas Arma-
das y Policía Nacional del
Perú del Jurado Nacional de
Elecciones

Mediante Resolución Nº 317-2005-JNE,
el Jurado Nacional de Elecciones apro-
bó el “Reglamento sobre el ejercicio del
voto de los miembros de las Fuerzas Ar-
madas y la Policía Nacional del Perú”, a
través del cual el organismo encargado
de la justicia electoral establece las si-
guientes disposiciones:

a) Establece que los miembros de las
Fuerzas Armadas y de la Policía Na-
cional del Perú no podrán ser desig-
nados miembros de mesa.

Sin embargo, a este respecto, debe-
mos manifestar que la norma legal que
establece quienes no pueden ser
miembros de mesa es el artículo 57
de la Ley Orgánica de Elecciones;
pero, esta norma no ha sido modifica-
da para incorporar como otro impedi-
mento para desempeñar el cargo de
miembro de mesa el ser miembro en
actividad de las Fuerzas Armadas o
de la Policía Nacional del Perú. En tal
sentido, la norma reglamentaria del
Jurado Nacional de Elecciones exce-
de lo dispuesto por la ley electoral.

b) Dispone como prohibiciones a los
miembros de las Fuerzas Armadas y
de la Policía Nacional del Perú, en
actividad: ser candidatos en procesos
electorales; ser personeros de orga-
nizaciones políticas, realizar activi-
dad proselitista o partidaria dentro de
unidades acuarteladas y demás de-
pendencias de la institución a la que
pertenecen; hacer propaganda elec-
toral a favor o en contra de un can-
didato, organización política u opción;
participar, vistiendo uniforme, en ma-
nifestaciones y otros actos de carác-
ter político.

A este respecto, la norma del Jurado
Nacional de Elecciones concuerda con
las restricciones a al sufragio activo y
a la participación en actividades parti-
darias o de proselitismo que subsisten
en el artículo 34 de la Constitución.

c) Señala algunas disposiciones para
que los miembros de las Fuerzas Ar-
madas y de la Policía Nacional acu-
dan a sufragar:

– Podrán acudir a sufragar vistiendo
uniforme.

– No portarán armas al momento de
ingresar a la mesa de sufragio para
emitir el voto. En caso de encon-
trarse cubriendo servicios de segu-
ridad, el armamento que porten
será custodiado conforme se indi-
ca en el propio Reglamento.

– Los presidentes de mesa deberán
dar facilidades a los electores
miembros de las Fuerzas Armadas
y la Policía Nacional del Perú, para
la emisión del voto.

Sobre estas disposiciones debemos
manifestar que están referidas a la or-
ganización del proceso electoral, lo
cual constituye una competencia de
la ONPE y no del Jurado Nacional de
Elecciones, de conformidad con el ar-
tículo 182 de la Constitución, y el ar-
tículo 1 de la Ley Orgánica de la
ONPE, Nº 26487.

d) Establece que la ONPE habilitará, en
cada local de votación, un ambiente
(armería) en el que se mantendrá en

custodia el armamento de los miem-
bros de las Fuerzas Armadas y de la
Policía Nacional del Perú que se en-
cuentren cubriendo servicios el día de
la elección, y además les correspon-
da sufragar en dicho local. Este am-
biente deberá contar con la seguridad
respectiva y estará bajo la responsa-
bilidad de un armero, designado para
este fin por las Fuerzas Armadas o por
la Policía Nacional del Perú. Los res-
pectivos comandos deberán prever las
medidas para acatar esta disposición.

Sobre el particular, es necesario ano-
tar que el Jurado Nacional de Elec-
ciones no puede establecer manda-
tos que deben ser cumplidos por otros
organismos constitucionales o por de-
pendencias de los poderes del Esta-
do, ya que ello, significaría una viola-
ción de la autonomía funcional de ta-
les organismos constitucionales o po-
deres del Estado. En tal sentido, la
disposición bajo comentario constitu-
ye una afectación a la autonomía de
la ONPE, establecida claramente por
el artículo 177 de la Constitución.
Cabe precisar que, a la ONPE le com-
pete exclusivamente la función de dic-
tar las disposiciones relacionadas a la
seguridad de los procesos electorales,
las mismas que son de obligatorio
cumplimiento por las Fuerzas Arma-
das o por la Policía Nacional, confor-
me se ha señalado en el ítem anterior
de este artículo.

e) Dispone que los jefes de unidades o
dependencias de las Fuerzas Arma-
das y de la Policía Nacional del Perú
deberán dar las facilidades necesarias
a todos los efectivos bajo su mando
para que puedan votar.

Más allá de que una disposición de
esa naturaleza sea necesaria, consi-
deramos que, al igual que ocurre en
el caso anterior, el Jurado Nacional de
Elecciones no puede establecer man-
datos que deban ser cumplidos por
las Fuerzas Armadas y por la Policía
Nacional del Perú, instituciones que
constituyen dependencias del Poder
Ejecutivo.

f) Establece que procede la dispensa por
omisión al sufragio en los casos en
que los miembros de las Fuerzas Ar-
madas y la Policía Nacional del Perú
no puedan votar por razones del ser-
vicio. Para tal efecto, dispone que los
representantes de cada Instituto de-
berán remitir al Jurado Nacional de
Elecciones, con posterioridad a las
elecciones y en medios magnéticos,
la lista conteniendo los nombres com-
pletos y número de DNI de los omisos
al sufragio, para la expedición de la
resolución correspondiente.

Esta última disposición es, quizá, la
única contenida en el Reglamento so-
bre el ejercicio del voto de los miembros
de las Fuerzas Armadas y la Policía
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Nacional del Perú del Jurado Nacional
de Elecciones, que regula una cues-
tión que sí es de competencia exclu-
siva de dicho organismo electoral.

El Jurado Nacional de Elecciones, sus-
tentó la expedición del referido regla-
mento en su función de fiscalizar la le-
galidad del ejercicio del sufragio y de la
realización del proceso electoral, así
como en su función de velar por el cum-
plimiento de las normas y disposiciones
en materia electoral, establecidas en los
incisos 1) y 3) del artículo 178 de la
Constitución.

Sin embargo, tales funciones no autori-
zan en modo alguno el ejercicio de una
potestad reglamentaria de las leyes o de
la Constitución; potestad que el Jurado
Nacional de Elecciones no tiene recono-
cida ni constitucional ni legalmente. Por
lo tanto, aunque la intención de dicho or-
ganismo electoral al expedir el reglamen-
to en cuestión haya sido loable, el me-
dio empleado no es el idóneo, ya que no
tiene sustento en funciones, competen-
cias y atribuciones que le hayan sido
otorgadas por el ordenamiento consti-
tucional o jurídico.

2. Las Disposiciones para el
voto de los ciudadanos
miembros de las Fuerzas
Armadas y de la Policía Na-
cional del Perú de la ONPE

La ONPE, mediante Resolución Jefatu-
ral Nº 036-2006-J/ONPE, aprobó las “Dis-
posiciones para el voto de los ciudada-
nos miembros de las Fuerzas Armadas y
de la Policía Nacional del Perú”, a través
del cual la máxima autoridad en la orga-
nización de los procesos electorales, es-
tableció algunas disposiciones con el
objeto de garantizar que no resulte incom-
patible el derecho al sufragio activo re-
conocido por la Constitución Política a los
ciudadanos miembros de las Fuerzas
Armadas y de la Policía Nacional, con el
rol que la propia Constitución asigna a
estas instituciones en el desempeño de
las actividades que durante el día del
sufragio deben adoptarse para el resguar-
do, seguridad y el restablecimiento del
orden interno. Estas disposiciones son las
siguientes:

a) Se dispone que los ciudadanos miem-
bros de las Fuerzas Armadas y de la
Policía Nacional serán excluidos del
sorteo de miembros de mesa; para lo
cual el Comando Conjunto de las Fuer-
zas Armadas y la Dirección General
de la Policía Nacional del Perú remiti-
rán a la ONPE la información actuali-
zada de sus miembros. Asimismo, se
establece que, en caso resultara se-
leccionado como miembro de mesa
algún ciudadano militar o policía, este
no será considerado omiso a la con-
formación de la mesa de sufragio, es-
tando exento de toda sanción.

La ONPE estableció esta disposición
porque el cargo de miembro de mesa
es incompatible con el cumplimiento
de las funciones de seguridad, garan-
tía de la libertad y protección de las
personas que cumplen los ciudadanos
miembros de las Fuerzas Armadas y
de la Policía Nacional durante el de-
sarrollo de los procesos electorales o
de consulta popular; y atendiendo a
que, conforme al artículo 55 de la Ley
Orgánica de Elecciones, la ONPE tie-
ne a su cargo la designación por sor-
teo de los miembros de mesa, así
como la exclusión de personas que no
pueden cumplir dicho cargo. Asimis-
mo, porque de acuerdo a lo señalado
por el inciso f) del artículo 5 y el ar-
tículo 6 de la Ley Orgánica de la
ONPE, este organismo dicta las ins-
trucciones y disposiciones necesarias
para el mantenimiento del orden y la
protección de la libertad personal du-
rante los comicios, las cuales son de
obligatorio y de estricto cumplimiento
para la Policía Nacional y las Fuerzas
Armadas. Es decir, porque es un tema
de su competencia.

b) Se dispone que los coordinadores de
local verificarán que en todos los lo-
cales de votación se coloquen afiches
o carteles de difusión que orienten a
los electores miembros de las Fuer-
zas Armadas y de la Policía Nacional,
y que, de ser necesario, habilitarán un
ambiente para la custodia temporal de
las armas, en coordinación con las
Fuerzas Armadas y la Policía Nacio-
nal del Perú.

A diferencia de lo establecido por el
Jurado Nacional de Elecciones me-
diante su reglamento ya comentado,
la ONPE estableció esta disposición
en el marco de su autonomía y sus
competencias. Asimismo, es pertinen-
te precisar sobre la custodia de las ar-
mas que, la ONPE no establece man-
dato alguno a las Fuerzas Armadas y
la Policía Nacional del Perú, sino que
precisa que dicha custodia se realiza-
rá coordinadamente.

c) Se dispone que los miembros de las
Fuerzas Armadas y de la Policía Na-
cional, para ejercer el voto:

– Tengan derecho al “voto rápido”,
evitando formar fila de espera para
su ingreso al local de votación y al
ambiente donde funciona la mesa
de sufragio.

– Se identifiquen únicamente con su
Documento Nacional de Identidad
ante el Presidente de Mesa.

– No porten armas ni ningún otro ele-
mento de seguridad al ingresar al
ambiente donde funciona la mesa
de sufragio.

En este caso, las disposiciones dicta-
das por la ONPE no constituyen intro-
misión alguna en las competencias de

otros organismos, ya que la organiza-
ción de los procesos electorales es un
asunto de su exclusiva competencia,
conforme ya se fundamentó.

d) Se dispone que la ONPE mantiene
una coordinación permanente con el
Comando Conjunto de las Fuerzas Ar-
madas y con la Dirección General de
la Policía Nacional del Perú, a efectos
que estas instituciones dicten las dis-
posiciones y órdenes necesarias para
garantizar el libre ejercicio del derecho
al sufragio de los ciudadanos miembros
de las Fuerzas Armadas y de la Policía
Nacional del Perú que cumplan servi-
cio el día de las elecciones. En tal sen-
tido se precisa que corresponde a los
comandos militar y policial:

– Establecer los mecanismos que
permitan a los miembros de las
Fuerzas Armadas y de la Policía
Nacional relevarse del servicio al
cual hayan sido asignados, para
que puedan dirigirse al local de
votación que les corresponda; así
como la duración de dicho relevo.

– Determinar a los responsables de
la custodia de las armas de fuego
y otros elementos de seguridad
asignados a los miembros de las
Fuerzas Armadas y de la Policía
Nacional, a efectos de que al mo-
mento de votar estos ciudadanos
no porten tales objetos.

La ONPE expidió las disposiciones bajo
comentario, regulando únicamente asun-
tos de su competencia, como la designa-
ción de los miembros de mesa u otros
asuntos relacionados con la organización
del proceso electoral.

IV. CONCLUSIONES

Las disposiciones de la ONPE, así como
la disposición del Jurado Nacional de
Elecciones respecto al otorgamiento de
dispensa a los miembros de las Fuerzas
Armadas y de la Policía Nacional que no
puedan votar por razones del servicio
(aunque tendrán como efecto la no im-
posición de sanciones a los ciudadanos
militares o policías que no puedan votar
por razones de servicio), resultan insufi-
cientes para garantizar que la mayoría de
dichos ciudadanos pueda ejercer el voto.

Sin embargo, no corresponde a dichos
organismos electorales salvar dichas de-
ficiencias, ya que la cuestión de fondo
debe ser solucionada mediante una ley
de desarrollo constitucional que adecue
las leyes electorales al nuevo contexto
de reconocimiento del derecho al voto de
militares y policías.

En tanto no se dé una solución a nivel
legislativo, muchos militares o policías,
aquellos que no puedan ejercer el voto
por razones de servicio, sentirán que su
derecho es una suerte de “saludo a la
bandera”.


